Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado da la bienvenida a los señores integrantes 
del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, arquitecto Miguel Piperno, escribano Walter Morodo y economista Elbio Scarone. 


En la sesión anterior de la Comisión estuvimos conversando del tema y se planteó que sería de mucho interés conocer, en líneas 
generales, cuál es la situación del Banco, qué es lo que se planifica y cuál es la estrategia que piensa desarrollar esa institución tan 
importante, sobre todo en lo que tiene que ver con las líneas de crédito para vivienda. Quiero resaltar que nos han realizado varios 
planteamientos y algunas cooperativas nos han solicitado audiencia. Por su parte, habitantes del Complejo Habitacional Euskal 
Erría también nos enviaron algunas notas que luego les vamos a entregar, relacionadas con una problemática que supongo que los 
señores directores conocen bien. 


En definitiva, reitero, nos interesaba tener una visión general acerca de la situación del Banco y de la estrategia que va a 
desarrollar en estos años, sobre todo habida cuenta de los problemas que ha enfrentado en los últimos tiempos, que son de 
conocimiento de todos. 


SEÑOR PIPERNO.- En realidad, hace aproximadamente cuarenta días que hemos asumido y aún estamos entrando en 
conocimiento de muchos de los elementos que maneja el Banco. Se trata de una institución particularmente importante, que si bien 
tuvo una época de gran desarrollo, en este momento, a raíz de la crisis ocurrida en el año 2002, su actividad está bastante 
menguada. No obstante ello, nosotros aspiramos a revitalizarla, y creemos que es posible. 


Con esta pequeña introducción pretendía, simplemente, demostrar que, por lo que hemos visto, la potencialidad que tiene el Banco 
es enorme. En la actualidad estamos, por un lado, tratando de averiguar qué es lo que pasó, lo cual nos está dando mucho trabajo, 
y, por otro, estamos estudiando, con perspectiva de futuro, los caminos que vamos a promover para hacer del Banco una institución 
pujante y que sirva, en los hechos, al conjunto del país, como ha sido tradicionalmente. 


Hemos encontrado muchas cosas, pero en este momento nuestra idea no pasa tanto por revisar el pasado sino más bien por 
estudiar las perspectivas de futuro. El Banco ahora se encuentra constreñido por la Ley de Fortalecimiento del Banco Hipotecario 
que le restringe mucho sus actividades. Precisamente, algunas de esas actividades principales, como la de dar determinadas 
líneas de préstamos para construcción, están impedidas por la propia ley. 


Por otro lado, la situación financiera que hemos encontrado ha llevado a las autoridades del Banco Central, a partir de una 
resolución de noviembre de 2004, a impedir que el Banco Hipotecario otorgue cualquier tipo de préstamo, incluso aquellos que la 
ley autorizaba. 


De acuerdo con el conocimiento que vamos teniendo de la situación real del Banco, vamos a tratar de vencer determinado tipo de 
obstáculos para lograr que la institución pueda trabajar. En estos momentos, básicamente, estamos atacando la morosidad, que es 
muy elevada y que le significa al Banco una pérdida de sus activos. También apuntamos a realizar los activos; actualmente hay 
muchas viviendas vacías que, de hecho, no le sirven a nadie y generan gastos, porque hay que cuidarlas, mantenerlas y pagar 
gastos comunes. Entonces, hay que realizar esas viviendas. 


Por último, queremos fomentar el ahorro que, de hecho, significa asumir el compromiso de que la gente que ahorre en un futuro 
cercano -en los plazos que se establezcan- va a recibir un crédito para construir o comprar su vivienda. 


Esas tres líneas de trabajo son en las que nos estamos moviendo. 


Paralelamente estamos utilizando otro tipo de estrategia. En el día de mañana vamos a dar a conocer los lineamientos generales 
de una modalidad denominada "de arrendamiento con opción a compra", que permitiría al Banco ofrecer una serie de viviendas 
desocupadas a gente que no tiene recursos para adquirirlas. También tenemos otras ideas que pondremos en conocimiento de los 
Senadores en el momento en que se vayan poniendo en práctica. 


Además, como aspecto fundamental está el tema de un acuerdo con nuestros deudores principales de la cartera social, como son 
las cooperativas. En principio, hemos realizado un acuerdo con la Federación de Cooperativas, que está a consideración del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Mediante ese acuerdo las cooperativas volverían a volcar sus recursos al Banco Hipotecario y 
a regularizar sus pagos. Se trata de un conflicto que ya lleva siete años y, prácticamente, ha hecho que el Banco se vea privado de 
recibir esos aportes que se hacen a través de la banca privada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En COFAC? 


SEÑOR PIPERNO.- Sí, en COFAC, aunque hay otras cooperativas que tienen el dinero en otros bancos, pero no nos dijeron 
exactamente en cuáles. Sin embargo, creo que hay algo en el Banco de la República. De todos modos, el grueso de lo que tiene la 
Federación se encuentra en COFAC y ahora está reprogramado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto al régimen de negociación, especialmente con FUCVAM, pero también con todas las 
cooperativas, se pagaba con algunas de estas acciones de capitalización de COFAC a su valor nominal -tal como hemos leído en 
la prensa- habiendo, además, algún tipo de reducción de tasas de interés o algún tipo de subsidio. Quisiera saber cuál es el 
sistema que se está aplicando en este caso. 


SEÑOR MORODO..- Soy el Segundo Vicepresidente del Banco. En este momento, tal como lo expresara el arquitecto Piperno, se 
está en una etapa de preacuerdo entre el Banco Hipotecario del Uruguay y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, que es el titular de la cartera social, en lo que tiene que ver con las Cooperativas de Ayuda Mutua, en base al 
fideicomiso que se operó a fines de 2004. El Ministerio de Economía y Finanzas tiene la última palabra para refrendar el acuerdo. 
Se trata de una larga negociación que venía del período anterior, en la que no se habían atado todos los aspectos propios de un 


acuerdo integral. Luego de algunas reuniones, llegamos a un preacuerdo con la Comisión Directiva de FUCVAM, el cual se sometió 
al análisis de una Convención Nacional, que lo aprobó. En este momento, dicho preacuerdo está a consideración del Ministerio de 
Economía y Finanzas y contaría, en principio, con el visto bueno de las autoridades del Banco Hipotecario. 


Básicamente, se trata de 92 cooperativas, con aproximadamente 26.000 personas en todo el país. Esto obedece a una diferencia 
que desde hace seis años mantuvo FUCVAM con los entonces Directores del Banco, respecto a la cancelación de sus deudas por 
anticipado. FUCVAM argumentaba que era la diferencia de valor que existía entre las viviendas cuando fueron construidas y 
entregadas y las de ese momento, concepto que podemos trasladar a este momento. No olvidemos que estas 92 viviendas son de 
las más viejas. Algunas datan de principios de la década del setenta -es decir que han transcurrido casi 35 años- y luego del 
proceso de construcción ha comenzado el de amortización. 


El aspecto que plantea FUCVAM refiere a la diferencia de valor existente en este momento entre lo que efectivamente se pagó y el 
valor actual. En base a eso, plantean que se utilice la herramienta del subsidio -aprobado por los Ministerios de Economía y 
Finanzas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el año 2004- de hasta 853 Unidades Reajustables para, 
respecto de cada una de las unidades de vivienda -no hablamos de las cooperativas en general-, cancelar la deuda total en 
algunos casos y, en otros, cancelar el capital y disminuir, por lo tanto, la cuota que es, diríamos, medianamente elevada. 


Existe otro instrumento que también había sido motivo de negociación con el anterior Directorio. Se trata de un subsidio especial, 
de 500 Unidades Reajustables, por ser viviendas de carácter eminentemente social, que también se aplicaría sobre la deuda de 
cada una de las unidades que componen cada cooperativa. Luego se haría la reliquidación y de allí saldría o bien la cancelación o 
bien un saldo de precio. A este saldo de precio, que fue otra diferencia histórica, los anteriores Directorios le quisieron fijar la tasa 
de interés que en ese momento se aplicaba, pero que no era la que históricamente se había establecido a las cooperativas, que era 
del 2%. Se quería aplicar un 6% y por eso no hubo acuerdo. Luego de las negociaciones llegamos al acuerdo de que básicamente 
se iba a volver a la tasa de interés histórico de las cooperativas del 2%, pero sujeto a la calidad de buen pagador. En la medida en 
que fueran cumpliendo correctamente con las cuotas del Banco Hipotecario se mantendría el 2%, pero en caso contrario se elevará 
el tope llevándolo al 6%, en aquellos casos de cuentas individuales que se atrasen. 


En líneas generales, esas son las contrapartidas de la parte gubernamental. Por su parte, las cooperativas van a confeccionar un 
padrón socioeconómico de las más de 6.000 viviendas -estamos hablando de unas 24.000 ó 25.000 personas-, a efectos de 
determinar exactamente los ingresos, porque eso es muy importante para saber si tienen derecho a subsidio y, en caso afirmativo, 
a qué tipo de subsidio. Estamos hablando de que como máximo son 853 Unidades Reajustables, pero no todos pueden acceder, 
porque tienen que cumplir con una serie de condiciones. 


El otro aspecto tiene que ver con el reintegro al Banco Hipotecario de lo depositado en otras instituciones bancarias. A su vez, se 
estaba pagando el 30% de la cuota y habría que pasar al 100%. En caso de atrasos, luego de firmado este convenio y puesto en 
práctica, a los deudores se les aplicará exactamente el mismo tratamiento que a cualquier tipo de deudor individual. 


En líneas muy generales, estas son las bases de este preacuerdo, del que estamos esperando la opinión del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR SCARONE.- Soy el Vicepresidente del Banco Hipotecario y simplemente quiero agregar, a lo que expuso el escribano 
Morodo, algo respecto de la situación jurídica de esta cartera de clientes. 


En el año 2004, el Banco Hipotecario hizo un acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas por el cual vendió una parte de su 
cartera social a través de un fideicomiso. Entonces, el Banco Hipotecario fue el fideicomitente y el fiduciario, el patrimonio que se 
trasladó fue el de la cartera social, compuesta fundamentalmente por cooperativas, y el beneficiario fue el Ministerio de Economía y 
Finanzas, que abonó un valor de U$S 140:000.000 al Banco Hipotecario por este concepto. Esta cantidad que abonó fue una 
deducción que luego se aplicó a la deuda que tenía el Banco Hipotecario con el Ministerio de Economía y Finanzas. O sea que no 
hubo movimiento de efectivo, sino simplemente contable; pero desde el punto de vista jurídico -y eso es lo importante- hay que 
dejar en claro que la decisión de estos aspectos que mencionaba el escribano Morodo le compete única y exclusivamente al 
Ministerio de Economía y Finanzas, y lo que va a hacer el Banco Hipotecario es instrumentar luego las normas que determine 
FUCVAM con el Ministerio. Las quitas las da el Ministerio, porque implica una pérdida para su patrimonio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros observamos en esas situaciones que hay una enorme casuística, porque hay personas que han 
cumplido regularmente y otras que no; además, hay titulares que ya no están. Personalmente, como fui Intendente, tuve frecuente 
trato con gente de cooperativas en situaciones absolutamente disímiles, desde muy buenos cumplidores hasta aquellos que nunca 
pagaron; incluso, hay algunos que no tienen nada que ver con el original. Me imagino que debe ser una situación compleja y 
bastante difícil de resolver con criterios generales, que se debe dar en Euskal Erría y en muchas cooperativas en todo el país. 


SEÑOR MORODO.- Si bien ese fenómeno se da en las cooperativas, es allí donde causa menor impacto porque por su 
conformación tienen una especie de autorregulación en cuanto a su titularidad. Sí causa impacto, como el señor Presidente 
mencionó, en los complejos habitacionales. En ese aspecto, el Banco ha instrumentado en estos días medidas de flexibilización en 
cuanto a la regularización de los promitentes compradores; pero también es bueno dejar en claro -seguramente los señores 
Senadores van a recibir también sus planteamientos- que a los intrusos de los complejos habitacionales les damos la posibilidad de 
regularizarse y en seis meses convertirse en promitentes compradores siempre y cuando cumplan con una serie de condiciones, 
entre las cuales está la de hacer un convenio sobre los tributos municipales, sobre el Impuesto de Enseñanza Primaria y sobre los 
gastos comunes del complejo. Luego comienzan a pagar la cuota normal durante seis meses, y si se observa una conducta de 
buen pagador, a los seis meses se firma el compromiso de compraventa correspondiente con un plazo determinado. 


SEÑOR SCARONE.- Quisiera plantear cómo está estructurado el sistema con las cooperativas y con los complejos habitacionales. 


Cuando hablamos de cooperativas, nos referimos a un solo deudor: la cooperativa. Después ésta regula cómo hace el aporte por el 
conjunto de los cooperativistas, pero para el Banco es un solo cliente. 


En lo que tiene que ver con los complejos habitacionales, cada unidad habitacional es un cliente que, en este caso, es un 
promitente comprador porque todavía no tiene la propiedad. Es decir que el tratamiento es distinto. 


El problema que tenemos planteado es, fundamentalmente, con los complejos habitacionales, porque hay normas de 
relacionamiento interno que son muy complejas, con Comisiones Administradoras que tienen grandes dificultades. Estamos viendo 
la forma de realizar, por un lado, un mayor control de esas Comisiones y, por otro, de darles un cierto grado de autonomía, 
fundamentalmente en lo que tiene que ver con los gastos comunes, etcétera. Es una realidad muy complicada que recién estamos 
tratando de orientar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el monto involucrado en todo este plan de refinanciación? 


SEÑOR MORODO.- Si nos referimos al acuerdo con FUCVAM, estamos hablamos de una cifra cercana a los U$S 96:000.000. En 
la medida en que la refinanciación es muy dinámica, se proyecta, se siembra y luego se recoge. No tenemos aquí los informes 
acerca de cuánto implica numéricamente una eventual refinanciación, pero se los podemos enviar con mucho gusto. 


SEÑOR SCARONE.- Teóricamente, las quitas que concedería el Ministerio de Economía y Finanzas van a depender de la 
condición socioeconómica de cada unidad habitacional y de cada cooperativa. No tenemos la información todavía. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Tengo entendido que a nivel de las cooperativas hay mecanismos internos para ayudar cuando algún 
cooperativista se ve en dificultades de abordar el pago de las cuotas. 


En el caso de los complejos habitacionales -que es el que más me preocupa- no sé si hay alguno que no tenga conflicto, porque 
tengo la impresión de que todos los tienen, algunos más agudos, otros menos. Allí estaría el tema de la retasación del valor del 
complejo al día de hoy. Hay algunos que tienen patologías constructivas importantes o que son viejos, llevan años de construidos o 
han perdido valor inmobiliario por como ha evolucionado el entorno, etcétera. Es decir que hay factores económicos que han ido 
cambiando y el valor inicial de tasación a veces no corresponde a lo que podría ser el valor actual. Por lo tanto, me gustaría saber 
cómo van a encarar ese punto. 


SEÑOR SCARONE.- Le puedo dar mi opinión personal, pero creo que es un tema de discusión profunda a nivel de todo el sistema 
de vivienda; es decir, cómo se configuran los saldos de las deudas de las familias que adquirieron un préstamo con garantía 
hipotecaria con destino a vivienda. 


El criterio general es que el préstamo que se le concede a las familias está vinculado al valor de costo de la vivienda. Ese valor de 
costo ha tenido -el arquitecto Piperno conoce el tema porque ha trabajado en él muchos años- oscilaciones muy importantes a 
través del tiempo, y seguramente la Comisión también lo debe saber. No es lo mismo el costo de construcción en etapas de crisis, 
como puede ser el período 1982-1985, que en tiempos en que crecía en forma muy importante, producto de la efervescencia 
económica y de la hiperactividad que había en el sector. Entonces, esto determina que los valores que trasmite el Banco 
Hipotecario a los deudores sean absolutamente dispares según el momento de construcción de la vivienda; sin embargo, ese es el 
costo que tuvo el Banco por la misma. 


De modo que el admitir un valor de tasación en mi concepto implica -estoy hablando a nivel personal, porque es un tema que 
todavía no hemos discutido con los compañeros- tomar un valor de cambio y no un valor de uso de la vivienda. O sea que no 
estaríamos considerando a la vivienda como un elemento que se le proporciona a la persona para su uso y goce -que, además, 
tiene ciertas características-, sino que estaría pendiente de la cotización del metro cuadrado de construcción de su vivienda en el 
mercado. 


Este es un elemento complejo porque implicaría tener que realizar tasaciones permanentes. Obviamente, esas tasaciones serían 
pedidas cuando el valor está bajo y no cuando está alto. En caso de reconocerse este criterio en forma generalizada, cuando el 
valor está bajo -que fue la situación que se dio en el período 1999-2003- implicaría una pérdida patrimonial muy importante para el 
Banco que, en última instancia, representa una pérdida para la sociedad. 


Entonces, la alternativa que tenemos es considerar que lo que presta el Banco se refiere a un valor vinculado a la vivienda, y la 
persona tiene que pagar al Banco ese valor que ya de por sí está subsidiado porque, en general, las tasas de interés que se 
aplican son muy bajas y la moneda en la cual se expresan está vinculada a la evolución de su salario. Tenemos ejemplos de 
deudas en dólares, pero son la minoría absoluta; la inmensa mayoría de las deudas de los promitentes compradores y de los 
deudores están expresadas en Unidades Reajustables que, como saben los señores Senadores, es una unidad que usa el país y 
que se ajusta de acuerdo con la evolución del Indice Medio de Salarios. O sea que así como el productor lechero tiene una deuda 
por las inversiones que realiza en su sector, vinculada al precio de la leche, y el productor triguero en función del precio del trigo, es 
lógico que una familia que se endeuda para construir una vivienda, tenga su moneda de pago en función de la evolución de su 
salario. 


Sin responder en forma definitiva a lo que planteaba la señora Senadora -que es un tema complejo-, digo que tenemos que pensar 
el sentido último que tienen los préstamos hipotecarios, que no es estar pendientes de una cotización que varía anualmente y, yo 
diría, mensualmente, sino del objetivo social que tiene este tipo de préstamos. 


SEÑOR PIPERNO.- Hay otro aspecto que también vale la pena tener en cuenta, que es la conservación de la vivienda. En 
reiteradas oportunidades hemos consultado con los delegados de algunas organizaciones de promitentes compradores en cuanto a 
si se pagaban los gastos comunes, y nos contestaron afirmativamente. Cuando les preguntamos si habían establecido algún fondo 
de reserva a fin de mejorar o mantener el conjunto de los espacios comunes, nos miraron sorprendidos, como si fuera un tema que 
ni siquiera habían encarado. 


Desde ese punto de vista, si no se mantiene la vivienda y los pequeños deterioros se van haciendo cada vez más importantes, sin 
duda ello estará incidiendo en la tasación, en el valor de mercado, en lo cual el Banco no tiene arte ni parte, es decir, no puede 
incidir. 


Por otro lado, la visión del Banco es que si presta dinero a una persona o a un núcleo familiar para una vivienda, al recuperarlo 
tendría que disponer de ese mismo dinero para ofrecerlo a otra familia que pueda usufructuar ese préstamo. Con ese criterio, que 
va más allá de lo que puede ser la urgencia, la necesidad de cada uno de los problemas particulares que evidentemente es 
necesario atender, tenemos que tomar una posición un poco más en lo general y no dejarnos influir por un elemento, como es el 


valor de mercado de una vivienda porque, en función de la situación económica del país, pasa de valores que son excesivamente 
altos a otros que son exageradamente bajos. 


A su vez, si tienen una relación con el índice de construcción, los señores Senadores sabrán muy bien lo que este ha variado con 
respecto al índice de la Unidad Reajustable. En algún momento el precio de la Unidad Reajustable era de U$S 7, pudo llegar a 
valer, digamos, U$S 20 y hoy está a U$S 10, pero es evidente que eso no puede reflejarse permanentemente en lo que será la 
cuota de reposición de la vivienda. 


SEÑORA XAVIER.- Ante todo quiero agradecer a la delegación por estar hoy aquí con nosotros. 


Sabemos que son pocos días los que llevan al frente de la institución y que están con demasiado trabajo, pero quiero decir que en 
esta Comisión soy repetidora con relación a la Legislatura pasada donde, lamentablemente, nos costó muchísimo, aparte de las 
limitaciones propias, poder legislar efectivamente porque, en forma sistemática durante los cinco años, nos dedicamos a recibir a 
una serie de vecinas y vecinos de todas partes del país, con una problemática social realmente acuciante. Esperemos mantener un 
vínculo entre la Comisión y el Directorio -sabemos que así será- y ojalá podamos tener las resoluciones generales que hagan 
posible no tener que estar recibiendo delegaciones para luego hacer la consulta con ustedes. 


A propósito de ello, recibimos a representantes de FUCVAM en la reunión pasada y quedó bastante claro que el núcleo del 
problema a resolver está en el Ministerio de Economía y Finanzas y, subsidiariamente, en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Uno de los temas -como anunciaba el señor Presidente- que tenemos para plantear es la realidad del Complejo Habitacional 
Euskal Erría 71. En estos últimos días creo que todos -lo relato por mi experiencia- hemos recibido numerosos correos electrónicos, 
así como a personas que en concreto concurren al despacho para ver si es posible que la cantidad de lanzamientos con fecha 
mayo, que parece ser muy numerosa dentro de estos complejos, pudiese ameritar algún tipo de respuesta parlamentaria. 
Obviamente nos interesa aprovechar la oportunidad del día de hoy para ver si podemos tener algún tipo de respuesta con respecto 
a lo que nos piden los vecinos. Tengo en mi poder un cedulón de fecha 5 de mayo, entre los varios que me han llegado, y muchos 
tienen interposición de la Defensoría de Oficio en lo Civil planteando no tener una vivienda alternativa o la realidad de niños chicos. 


Existe una ley, la N* 17.495, que podría contemplar alguna de estas situaciones que ellos plantean. Me refiero a la oportunidad de 
ser amparados por el artículo 2” de esta ley, que dice: "Para dicho efecto" ,el de suspender, "el Juez tomará especialmente en 
cuenta que en los inmuebles estén morando menores de hasta catorce años, mujeres embarazadas o personas mayores de 
setenta años y que la ejecución del lanzamiento recaiga en los meses de invierno". 


Evidentemente, invierno es junio, y estos lanzamientos, en su mayor volumen, son en mayo. Concretamente, se nos está pidiendo 
a los Legisladores que hagamos una minuta o una resolución, en este caso del Senado, dirigida al Poder Ejecutivo. Ésta, 
obviamente, no tendría poder vinculante, es decir, no obligaría, pero sí expresaría la voluntad -si ella existiera- de la Comisión o, 
eventualmente, del Senado en su conjunto, de pedir una prórroga que permita a esta gente llegar al mes en que esta ley los 
ampare. Ellos agregan que los diferentes grupos familiares, aparte de contar con las características etarias, también están en una 
situación tal que ameritaría su ingreso al Plan Nacional de Emergencia; sin embargo, se dan desfases cronológicos en este sentido. 


Por otro lado, algún grupo de los vecinos -confieso que no me queda claro si fue un único grupo o si han venido con planteos 
similares varios grupos de personas- plantea el tema de que durante el anterior Gobierno, en el mes de setiembre de 2004, se 
había aprobado un subsidio a los complejos habitacionales como el que ellos habitan. Dicho subsidio se aplicaría por franjas y en 
su momento se consideró que podía ser un espacio importante para ejercer justicia y regularizar la situación de muchas familias 
humildes. Lo que se plantea es que esto en los hechos no ha operado, es decir, no se han recibido las visitas de las asistentes del 
Banco Hipotecario -instancia que había sido anunciada como una parte del trámite- y se les habría respondido, por parte de la 
institución, que han existido dificultades en este período de transición de un Gobierno al otro y que, efectivamente, esta podría ser 
una de las tantas posibilidades a ser consideradas si ellos no tuvieran el lanzamiento ya en el mes de mayo, refiriéndose a la 
posibilidad de encontrar alguna prórroga que diera el tiempo suficiente como para buscar una solución más definitiva. 


Sé que este es un tema muy complejo que ameritaría, seguramente, una solución más genérica que abarcara todos estos casos; 
pero lo concreto es que se nos está pidiendo la voluntad política para conseguir consenso en el Cuerpo en el sentido de expresar al 
Poder Ejecutivo la necesidad de un "impasse" y, dado que tenemos la oportunidad de conversar sobre el tema, creemos que este 
es el mejor momento para hacerlo y así poder encontrar una vía. 


SEÑOR MORODO.- Naturalmente, las consideraciones que ha vertido la señora Senadora Xavier constituyen, más o menos, el 
común denominador de los planteos que, en forma bastante numerosa, recibimos diariamente en el seno del Directorio. Los tres 
Directores que aquí estamos somos los únicos designados hasta la fecha y permanentemente recibimos todos los planteamientos. 


Efectivamente, de diversos sectores del Complejo Habitacional Euskal Erría 71 hemos recibido varios planteos. No hay un 
interlocutor definido, lo que se explica por las características problemáticas que todos los complejos habitacionales tienen, en 
especial el que hoy nos ocupa y algún otro más, donde las relaciones de vecindad y los problemas generados fuera del seno de la 
Comisión Administradora respectiva, ameritan que los planteos vengan por todos lados. 


En lo que tiene que ver con los lanzamientos, estamos, naturalmente, a lo que resuelva el Poder Judicial que, por lo general, 
accede -al menos, una vez- a prorrogarlos. Es claro que podría surgir la pregunta de por qué llegamos a los lanzamientos; pero 
antes que nada debemos decir que también estamos contestes a lo que pueda resolver el Poder Ejecutivo en base a una minuta 
que eleve el Parlamento. Naturalmente que debe ser tenida en cuenta por el Banco; se trata de algo indiscutible. 


En lo que tiene que ver con los lanzamientos, podemos decir que hay de dos tipos. Por un lado están los promitentes compradores 
del Banco que incumplen con el pago de la promesa -los plazos, generalmente, son prolongados-, a quienes se les inicia un 
procedimiento administrativo de rescisión. Luego, si no acatan voluntariamente la decisión, se va a la vía judicial por un juicio 
sumario de entrega de la cosa y, si tampoco acatan de forma voluntaria, se recurre a la vía ejecutiva y se culmina con el 
lanzamiento. 


El otro gran núcleo de lanzados lo componen los intrusos. A estos -que no existen como clientes del Banco sino que accedieron a la 
vivienda de diversas maneras- se les inicia un proceso judicial que culmina con la etapa ejecutiva, que es la del lanzamiento. A 
unos y a otros -reitero- el Poder Judicial les da, por lo general, más de una prórroga. 


Ahora bien, hemos conformado una Comisión Especial que funciona a nivel de los Directores del Banco y de funcionarios del Área 
Gerencial, en la cual se estudia la situación caso por caso, tanto para los intrusos como para los promitentes compradores, pues 
esa es la filosofía que tiene este Directorio. 


Para la situación del promitente comprador, existen normas -además de la que mencionó la señora Senadora Xavier- que permiten 
prorrogar los lanzamientos en aquellos núcleos habitacionales que están conformados por personas que, en conjunto, perciben por 
mes menos de 30 Unidades Reajustables. Al respecto podemos decir que el Banco cuenta con un Departamento de Promoción 
Social cuyos asistentes visitan una por una las viviendas de quienes serán objeto de lanzamiento. Con ese informe se puede elevar 
el petitorio al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a efectos de que, si los integrantes del núcleo no 
perciben más de 30 Unidades Reajustables mensuales, sean declarados en emergencia crítica. La emergencia crítica, en primer 
lugar, suspende automáticamente el lanzamiento y habilita a la persona a presentarse ante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente para promover y obtener una solución habitacional alternativa. Habida cuenta de que los casos de 
demanda son muchos más que la oferta que el referido Ministerio hace, se inscribe a esas familias en un registro y el Ministerio se 
compromete a abonar al Banco Hipotecario cuatro meses de alojamiento con la posibilidad de prorrogarlo por cuatro meses más. 
En los hechos, cuando están ocupando la vivienda, en lugar de pagar el alojamiento en otro lado, a efectos de no trasladarlos, el 
Banco Hipotecario les permite seguir en ella durante el lapso de cuatro meses con la opción de cuatro meses más, previo acuerdo 
con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Cumplidos esos ocho meses, cesa la emergencia crítica y 
entonces sí se deberá encarar una solución integral a la situación de esas familias. 


Esta situación rige específicamente para los promitentes compradores, no así -porque no existe disposición al respecto- para los 
ocupantes precarios, es decir, los intrusos. Para esos casos, ante las solicitudes presentadas hemos sugerido a las personas que 
concurran al Ministerio de Desarrollo Social a fin de que sean amparadas en el Plan de Emergencia Social, en la medida en que les 
corresponda. Esta es una aclaración muy importante pues no todos los intrusos están en la misma situación de precariedad. 
Nosotros estudiamos, en los antecedentes, que hay personas que ocupan y ocuparon durante muchísimos años los complejos, 
específicamente dos: el Euskal-Erría, que se mencionó aquí, y Malvín Alto, que está ubicado en una zona aledaña. Allí estuvieron 
habitando durante muchísimos años, no sólo sin pagar absolutamente nada al Banco, sino tampoco tributos municipales ni gastos 
comunes, lo que ha generado otro problema adicional. 


Hay casos de promitentes compradores que están dispuestos a llegar a un acuerdo de pago con el Banco -en el cual éste es 
bastante flexible y da muchas facilidades para evitar el lanzamiento-, pero uno de los requisitos para lograrlo es tener un convenio 
de pago de gastos comunes con la Comisión Administradora. El problema es que hay Comisiones Administradoras que parecería 
que se fijaran en la persona para habilitarles o no el convenio y, por lo tanto, la posibilidad de llegar a un acuerdo con el Banco. A 
algunas personas se los niegan y, más allá de que tengan voluntad de hacer un nuevo convenio de pago para evitar el lanzamiento, 
no pueden realizarlo. El Banco se siente impotente ante esa situación porque, si bien tiene los instrumentos jurídicos para actuar 
interviniendo las administradoras de los complejos habitacionales, recién estamos en una etapa de estudio de éstas a efectos de 
tomar las medidas correctivas necesarias para que no se transformen en un centro de poder que puede disponer de la situación, 
más allá de que el propietario legítimo -por lo menos, hasta tanto no se escriture- es el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Es cierto que también existen situaciones de promitentes compradores que, dada la situación socioeconómica y, sobre todo, 
familiar que están viviendo, han visto reducidos sus ingresos por pérdida del trabajo. Para ellos el Banco tiene posibilidades de 
llegar a un arreglo de refinanciación mediante un convenio. Somos conscientes de que no todos los promitentes compradores que 
están en situación de deudores -en algunos casos, crónicos- pueden llegar a solucionar su situación, porque ni siquiera alcanzan 
los requisitos mínimos que pide el Banco para volver a hacer un convenio de pago o una refinanciación. En tal sentido, estamos 
estudiando nuevos instrumentos incluso para refinanciar a esa gente que, reitero, ni siquiera con los actuales elementos que aplica 
el Banco puede acceder al convenio y, por lo tanto, termina en este tipo de juicios y medidas ejecutivas que, naturalmente, son 
antipáticas. 


Lo que quiero trasmitir -porque creo que responde a un sentir general- es que el Banco no lanza porque sí ni tampoco ejecuta a 
deudores hipotecarios -que tienen otro tipo de problemas pero que no están en complejos habitacionales- sin razón, sino porque 
previamente se hizo un estudio socioeconómico de la condición y situación de deuda. 


En casi todos los casos -siempre debemos concedernos un margen de error porque podemos equivocarnos- de medidas ejecutivas 
que el Banco adoptó, tanto de remates como de lanzamientos, salvo en los casos de intrusos, se trató de deudores que eran no 
solamente crónicos en el tiempo, sino que no habían expresado ninguna voluntad de pago mínimo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ya había comentado una experiencia un poco distinta que tuve con el Banco durante la 
Administración anterior, con relación a los complejos de viviendas existentes en Colonia. 


Allí el Gobierno municipal tuvo que hacerse cargo del estudio socioeconómico porque el Banco no lo hacía o demoraba demasiado 
y, en ese sentido, se dieron situaciones -como la que mencionaba la señora Senadora- de juicios de entrega de la cosa, de 
lanzamientos y de aplazamientos, siempre con esa espada de Damocles pendiente sobre el núcleo familiar, causándole, 
naturalmente, una conmoción terrible. Incluso en algunos casos tuvimos que ir al frente haciendo alguna entrega de dinero al 
Banco porque no se aplazaban las medidas, aun en circunstancias como las que se mencionaban. 


Aclaro que no sabía de la existencia de la figura de "situación crítica" y que es la primera vez que escucho esa expresión, pero de 
todos modos hubo casos en los que tuvimos que parar los juicios pagando porque, reitero, no había otra forma de detenerlos, y 
tuvo que hacerse cargo de ello el Gobierno Departamental, aun tratándose de situaciones muy críticas del núcleo familiar. 


Por ello puedo decir que esto, por lo menos anteriormente, funcionaba más o menos. Creo que nunca vi aparecer por allí asistentes 
sociales del Banco y tuvimos que proporcionarlos nosotros para llegar a los estudios socioeconómicos correspondientes. Se daban 
casos en los que el Banco carecía de información acerca del núcleo familiar, de sus ingresos, etcétera y recuerdo que hablé con su 


anterior Presidente poniéndonos a las órdenes para hacer esos estudios. En definitiva, así se hizo pero, de todos modos, son 
situaciones muy complicadas de resolver. 


Imagino que la tarea de ustedes va a ser ímproba para atender este tipo de situaciones, que son dolorosas desde el punto de vista 
social y humano; sin embargo, hay que tener en cuenta la responsabilidad que asume el Directorio, que tiene que llevar adelante 
las finanzas del Banco. 


Ante este panorama, imagino que restablecer líneas de crédito para vivienda va ser muy complicado; no sé cuál es la posibilidad. 
He escuchado hablar de un 70% de morosidad -que es una barbaridad-, y me pregunto cómo logra el Banco el equilibrio 
económico para poder cumplir con su función de otorgar nuevos créditos para vivienda; tiene que reciclar del que está pagando 
para dárselo a uno nuevo, ya que si se detiene pierde su razón de ser como institución. 


Creo que esto es preocupante, porque salvo que haya asistencia desde afuera, con fondos frescos venidos del Ministerio de 
Economía y Finanzas o de algún otro lado, no sé cómo se pueden restablecer las líneas de crédito, ya que además de los temas 
planteados por los deudores, está el de la gente que quiere acceder actualmente a un crédito. 


SEÑOR PIPERNO.- Quería referirme al efecto que causa la morosidad en los conjuntos habitacionales. Ésta, en sí misma, puede 
ser de distintos tipos. Está la morosidad de tipo social, que se produce por falta de recursos y es la que estamos tratando de 
atender, pero también hay otro tipo de morosidad, que es la ya conocida de la persona que no le paga al Banco porque no pasa 
nada. 


Esa morosidad, además, es contagiosa, porque si no pasa nada, el que paga -es decir, el que está puntualmente al día- se siente 
"como un bobo". Eso se vuelve un aspecto totalmente negativo para el conjunto y es mucho más difícil de revertir. Por eso hemos 
optado por el análisis caso a caso. 


Incluso -no sé si los señores Senadores lo vieron- se llevó a cabo un remate a fines de abril pasado y se hizo público en virtud de 
que la persona se quejó ante la televisión porque le habían rematado la casa. Esto provocó ciertas consultas por parte de la gente y 
nosotros respondimos que esa casa estuvo muy bien rematada, en primer lugar porque la persona no vivía allí, en segundo término 
porque la alquilaba y, finalmente, porque nunca pagaba la cuota del Banco Hipotecario. ¿Quién remató la casa? La persona que 
vivía allí, la que estaba ocupando la casa, la remató y la pagó. Entonces, la persona que teóricamente figuraba como titular aparece 
como damnificada cuando, en realidad, lo único que hizo fue damnificarse por dejar de percibir un alquiler que en forma casi dolosa 
estaba percibiendo. 


O sea que cada caso es una historia. Por eso digo que a veces mucha gente se basa en el dolor, el sufrimiento y la necesidad de 
un grupo de personas para arrimarse allí y hacer número para favorecerse, cuando en realidad las cosas no son así. 


Los señores Senadores no imaginan la cantidad de compras irregulares que se hacen en los conjuntos, y muchas veces los 
intrusos -en los hechos no son titulares ni se presentan al Banco para serlo- están en mejores condiciones económicas que algunos 
deudores que son titulares. 


Es muy difícil generalizar, y el tema de los perdones globales es sumamente peligroso. Nosotros estamos tratando de remontar una 
situación económica muy adversa para el Banco, y ese tipo de esperanza que se le da a la globalidad resulta muy 
contraproducente para los buenos pagadores. 


SEÑOR SCARONE.- Simplemente quería complementar lo que han manifestado el arquitecto Piperno y el escribano Morodo. 


La función que desempeñamos en el Banco como Directores implica administrar un patrimonio público que tiene dos partes muy 
diferenciadas: la cartera social y la cartera comercial. Por un lado, tenemos que ser lo suficientemente sensibles como para 
contemplar las situaciones que recién comentaba el escribano Morodo, que están siendo atendidas en la medida en que sean 
ciertas y verificables; pero, por otro, debemos tratar de que el Banco cobre lo que ha prestado en años anteriores, porque esa es la 
única forma de que luego pueda volver a prestar. Se trata de un fondo rotatorio y no podemos permitir -tal como lo decía el 
arquitecto Piperno- que haya gente que se acostumbró a no pagar y ello le genere un derecho a futuro, porque hay quienes no se 
expresan pero también necesitan una vivienda y han confiado en el Banco. Me refiero a los más de ciento cincuenta mil ahorristas 
que tenemos, que han hecho mucho sacrificio durante años y que, incluso, no han retirado sus ahorros en los momentos más 
críticos que tuvo el país, porque siguen confiando en que el Banco los va a apoyar en la búsqueda de una solución habitacional. 
Tenemos que buscar también una salida para esa gente, que está esperando que el Banco abra sus puertas nuevamente a los 
préstamos. 


En definitiva, tenemos que ser sensibles a la situación de emergencia social que está viviendo la población uruguaya, que se 
expresa, entre tantas otras cosas, por medio del tema de la vivienda, pero también tenemos que tratar de que el Banco funcione 
como tal, recuperando sus créditos. Para ello, debemos ser muy estrictos en cuanto al cumplimiento de las obligaciones. 


Para nosotros sería muy sencillo acceder al planteamiento de todos los que nos digan que tienen dificultades para pagar, ¿pero 
qué ocurriría? Que los dineros que iríamos recibiendo de las cuotas serían cada vez más menguados e irían para gastos de 
funcionamiento, y cuando terminaran de cobrarse esas cuotas, se cerraría el Banco. Tenemos que lograr un equilibrio, pero es muy 
complejo, entre otras cosas, porque tenemos costos de funcionamiento muy altos, que insumen alrededor del 50% de los ingresos 
que se perciben. O sea que el 50% de los ingresos no está destinado a construcción ni a pago de deudas, sino a remuneraciones 
personales, luz, agua, teléfono, vigilancia, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos funcionarios tiene el Banco? 


SEÑOR SCARONE.- Son 980, de los cuales aproximadamente 220 están asignados en comisión de servicio al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero trabajan dentro del Banco Hipotecario. 


Como decía, tenemos que tener muy claro cuáles son las metas del Banco, porque de lo contrario corremos el riesgo de generar 
una situación que no permita cumplir con los objetivos básicos, entre los que está, justamente, respaldar la vivienda de 
determinados sectores pertenecientes a las clases media y baja de la sociedad. No debemos olvidar que ocupa un lugar que no 


tiene sustitutos, porque durante todos los años en que el Banco Hipotecario tuvo dificultades para otorgar préstamos, ninguna 
empresa privada logró llenar ese lugar. ¿Qué quiere decir esto? Que el Banco Hipotecario debe retomar su función, pues de lo 
contrario la familia uruguaya de clase media, media baja y baja, se queda sin posibilidades de acceder a una vivienda. 


SEÑORA XAVIER.- Nos queda claro que para que el Banco siga existiendo, alguien tiene que pagar. ¡Ojalá paguen los que pueden 
y se encuentren soluciones para quienes tienen mayores dificultades! También es cierto que estamos inmersos en una situación de 
emergencia social y que el tiempo de instalación y de reconocimiento de la profundidad de los temas que ha tenido cada una de las 
Direcciones, no ha sido suficiente como para captar la dimensión de la situación y poder implementar respuestas. 


Cuando planteamos este tema -y no sabemos si no se agregan más casuísticas dentro del mismo complejo-, advertimos la 
dificultad de adoptar una medida genérica que no esté ayudando a conseguir los mejores objetivos que el Banco se propone. 
También tenemos claro que existe gente que se encuentra en una situación grave y que quizás los tiempos no se compaginan de 
forma tal que podamos ser justos con estas situaciones. Por ese motivo, lo planteamos con la dificultad que significa para nosotros, 
desde el Parlamento, sugerir una acción sin contar con las condiciones que tiene el ámbito del Poder Ejecutivo especializado en el 
tema, que puede verificar las situaciones en concreto. 


Asimismo, quiero decir que en esta reunión de una hora he escuchado cosas que durante cinco años no había podido oír a 
propósito de alternativas y de claridad en la forma en que se pueden buscar caminos hacia las soluciones. Quedo, pues, muy 
satisfecha con esta reunión, y por nuestra parte buscaremos la mejor solución para esta gente o para cada una de las personas en 
concreto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entre los tres objetivos generales que se han presentado se mencionó el fomento del ahorro, sobre el 
que quisiera formular una pregunta. 


Entrada en vigencia la conocida Ley de Fortalecimiento, las personas quedaron en lo que se conoce como "ahorro previo 
individual"; es decir que el Banco quedó limitado a un universo mucho menor de lo que tradicionalmente había sido. Esa situación 
se debió a una transformación de la Carta Orgánica de la institución. ¿Pero se piensa buscar alguna alternativa para que el ahorro 
previo individual pueda llegar a otro universo de personas, o nos quedaríamos con ese ahorro previo individual? Quizás aún no 
esté discutido el asunto y no tenga respuestas sobre esto. Es una cuestión que me importa porque en aquel momento -cuando se 
discutió la reforma de la Carta Orgánica del Banco- recibimos la inquietud de parte de las cooperativas de vivienda y de otros tipos 
de asociaciones civiles, en cuanto a que las formas de agruparse los ciudadanos para pedir un crédito quedaban desarticuladas. 


Creo que el fomento del ahorro es muy importante y que el mejor acceso a la vivienda es que ella nos cueste algo porque, si no, no 
la cuidamos. Es posible que este sea un pensamiento que no se comparta, pero reitero que soy partidaria de que la vivienda 
siempre nos cueste algo -en la medida de nuestras posibilidades-, para que después ese bien lo respetemos y cuidemos. 


Ahora bien, los accesos colectivos a la vivienda, tanto bajo la forma de cooperativas u otras, habían permitido a sectores que en 
general quedaban al margen, obtener viviendas de calidad. Digo esto porque aquí también entra a jugar la calidad de la vivienda. 
Sin embargo, después de estas reformas, nos quedó la interrogante de si cada ciudadano correría su suerte solo. 


Mi otra pregunta tiene que ver con una queja que he recibido permanentemente y que se refiere al contador colectivo de OSE de 
los complejos, donde la persona que se atrasa en los gastos comunes carga a otro el costo de su contador. Entonces, la gente 
viene al Parlamento a pedir que le pongan contador individual. No sé si este asunto será objeto de revisión o no, pero me parece 
que es un problema que hay que tener presente. Me tocó llevar ante un tribunal de vecindad un problema que se había armado 
entre una familia que no pagaba sus gastos comunes, las otras familias del complejo -que los querían matar porque no pagaban- y 
la OSE, que decía que no podía intervenir porque una disposición así se lo impedía. El tema no tenía salida; no sé cómo se 
solucionó finalmente. Creo que esa familia terminó yéndose del complejo. En definitiva, lo que quiero significar es que ese aspecto 
constituyó un reclamo insistente por parte de la gente. 


SEÑOR PIPERNO.- Voy a comenzar contestando la segunda pregunta, en función del conocimiento que tengo del tema por haber 
promovido y trabajado con muchas cooperativas de vivienda. 


La colocación de contadores individuales en cada una de las partes del conjunto en el momento de la construcción era posible en 
algunos casos, es decir, cuando se trataba de viviendas aisladas, pero en otros, la situación era mucho más compleja. De todos 
modos, en cualquiera de ellos había un costo por encima del que significaba un medidor individual. Muchas veces las cooperativas, 
en su momento y dado que el costo del consumo de agua potable era relativamente bajo, no hacían cuestión por el hecho de que 
hubiera un medidor colectivo; pero en cuanto comienza a aumentar ese costo, aparecen las dificultades y el estar atento a quién es 
cuidadoso con el uso del agua y quién no, más aún en aquellos lugares donde también hay riego. Ahí es cuando empiezan a 
aparecer los conflictos. 


En su origen, nadie tuvo dudas acerca de que era más conveniente poner un único medidor a fin de abaratar sensiblemente el 
costo de la construcción, y en otros casos se fueron adecuando, en la medida en que el propio complejo lo financiaba. Aclaro que 
siempre es posible hacerlo, aunque todo depende de la obra de que se trate. Por ejemplo, en algunas la distribución de agua se 
hace a partir de un único punto y, evidentemente, eso es diferente -sobre todo a nivel de viviendas colectivas- porque el agua llega 
al tanque y de ahí se distribuye internamente a las distintas unidades, muchas veces a través de ductos a los cuales no accede el 
tomaconsumo. 


No debemos olvidar que el hecho de colocar un medidor implica habilitar la posibilidad de que el tomaconsumo pueda llegar a él y, 
entonces, debe estar en un lugar colectivo y visible. Si bien no es algo imposible de lograr, de todas maneras queda claro que 
implica un gasto al cual la gente no siempre se aviene a afrontar. 


En lo que tiene que ver con la segunda interrogante planteada, debo decir que eso está enmarcado en un problema de orden 
general. Además, aclaro que no es el único aspecto que no nos conforma de la Ley de Fortalecimiento del Banco Hipotecario. 


Para las familias de ingresos medios, la vivienda colectiva y la reunión de diferentes personas, por afinidad o por lo que sea, 
indudablemente constituyó uno de los aportes más importantes para la ciudad ya que, en última instancia, la posibilidad de 


construir en conjunto permite acceder a zonas mejores servidas y a una construcción económicamente más barata que si se hiciera 
a nivel individual. Reitero que también hay otros aspectos de la ley que no compartimos. 


En tal sentido, luego de pasado un tiempo prudencial, es nuestra intención presentar a las autoridades correspondientes un 
proyecto de reforma de la citada ley. Para eso, debemos tener el aval de un comportamiento previo por parte de nuestra 
administración para respaldar la iniciativa. Sin dudas, una de las modificaciones tendrá que ver con el ahorro individual. 

Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no desean formular más preguntas, sólo nos resta agradecer la presencia de los 
miembros del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, a quienes deseamos éxito en su gestión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 30 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


